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10 de julio de 2020 

Doctor: 

IVAN DARIO CASTRO VALENCIA  

JUEZ PENAL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO DE EXTINCIÓN DE DOMINIO  

Pereira, Risaralda  

 

 

Asunto:

  

SOLICITUD DE CONTROL DE LEGALIDAD FRENTE A LAS 

MEDIDAS CAUTELARES    

N.U.N.C: 2019-00042 (110016099068201900270 E.D.) 

Proceso: Extinción de Dominio  

 

 

Respetado Doctor CASTRO VALENCIA: 

 

Mediante el presente y de forma respetuosa, en virtud de los artículos 87 

(modificado por el artículo 1 de la Ley 1849 de 2017), 111 y 112 de la ley 1708 de 

2014, y como apoderado del señor JUAN DAVID AGUIRRE BUSTAMANTE, 

comedidamente le solicito “ejercer el control de legalidad sobre las medidas 

cautelares” decretadas por la Fiscalía General de la Nación en contra de los 

bienes de mi representado antes de la presentación de la “demanda de extinción 

de dominio”, mediante Resolución del 10 de septiembre de 2019, materializada el 

18 y 19 de septiembre de 2019. 

 

El desarrollo argumentativo propuesto: 

 

Tema Pág. 

1. Control de legalidad a las medidas cautelares – artículos 111 y 112 de la ley 

1708 de 2014 

2 

2. Causal primera: Elementos de juicio incompatibles e insuficientes 

(vulneración al principio de lealtad) – transgresión frente a la valoración 

probatoria de la prueba testimonial Vs. La inspección judicial. 

 

3 

2.1. Vulneración del artículo 157 de la ley 1708 de 2014 12 

2.2. Vulneración del artículo 187 de la ley 1708 de 2014 13 

3. Causal segunda: Necesidad, razonabilidad y proporción de las medidas 

cautelares – el propietario privado de la libertad no puede disponer 

libremente de sus bienes – falta de prueba pericial que determine la cuantía 

exacta del presunto incremento patrimonial injustificado frente a la 

adquisición de los bienes sometidos a extinción de dominio.   

 

 

14 

4. Medidas cautelares de embargo y secuestre solo operan de manera 

excepcional 

16 

5. Solicitud al Juez Penal del Circuito Especializado de Extinción de Dominio  17 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1849_2017.html#1
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1. CONTROL DE LEGALIDAD A LAS MEDIDAS CAUTELARES – 

ARTÍCULOS 111 Y 112 DE LA LEY 1708 DE 2014 

 

De acuerdo con el código de Extinción de Dominio, en artículo 112 “El control de 

legalidad tendrá como finalidad revisar la legalidad formal y material de la medida 

cautelar, y el juez competente solo declarará la ilegalidad de la misma cuando 

concurra alguna de las siguientes circunstancias: 

1. Cuando no existan los elementos mínimos de juicio suficientes 

para considerar que probablemente los bienes afectados con la 

medida tengan vínculo con alguna causal de extinción de dominio. 

2. Cuando la materialización de la medida cautelar no se muestre 

como necesaria, razonable y proporcional para el cumplimiento de 

sus fines. 

3. Cuando la decisión de imponer la medida cautelar no haya sido 

motivada. 

4. Cuando la decisión de imponer la medida cautelar esté 

fundamentada en pruebas ilícitamente obtenidas”. 

En este sentido, invocamos la causal No. 1, por cuanto la Fiscalía utiliza no 

utiliza una ponderación adecuada y acertada frente a los elementos mínimos de 

juicio, donde la presunta fuente humana aporta graves inconsistencias e 

incongruencias entre sus afirmaciones y las inspecciones físicas a los lugares de 

los presuntos hurtos, creando así desconfianza, duda y temeridad en las 

afirmaciones de un supuesto testigo vital que se implementó como prueba 

principal en la vinculación de supuestos de hecho con presuntas actividades 

delictivas. Es decir, dentro de la resolución con sus anexos, se vislumbra una 

vulneración al principio de lealtad contenido en el articulo 24 del Código de 

Extinción de Dominio, donde reza: “Los sujetos procesales y todas las demás 

personas que intervengan en el proceso de extinción de dominio están en el deber 

de hacerlo con absoluta lealtad y buena fe. Deben obrar sin temeridad en el 

ejercicio de los derechos y deberes procesales.” 

 

Dichas inconsistencias e incongruencias se expondrán en el acápite No. 2 del 

desarrollo propuesto en la presento solicitud. 

 

La siguiente causal que se invoca es la No. 2, por cuanto la Fiscalía en la 

Resolución del decreto de las medicas cautelares, no realiza una argumentación 

especifica de los criterios de: Necesidad, razonabilidad y proporción; es decir, 
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dentro de sus afirmaciones no tiene en cuenta que el señor JUAN DAVID 

AGUIRRE BUSTAMANTE al estar privado de su libertad, por orden judicial desde 

el 18 de septiembre de 2019, se encuentra imposibilitado de realizar alguna 

transacción con los bienes a su nombre, lo cual nos remite inmediatamente a que 

basta la suspensión del poder dispositivo como medida cautelar, y no el 

embargo y secuestro que son medidas excepcionales, cuando contrario sensu, 

el titular de los bienes tiene la plena posesión de los mismos. 

 

La Fiscalía General de la Nación debió realizar un examen juicioso y detallado de 

los criterios de Necesidad, razonabilidad y proporción, entre las condiciones 

civiles y personales de cada persona individualizada y la consecución de sus 

bienes; sin embargo, en la resolución de las medidas cautelares encontramos 

una argumentación general, como si la condición económica, personal, familiar y 

social, sin ánimos de exasperar mi afirmación, fuera la misma desde su 

nacimiento.  

 

Además de lo anterior, si supuestamente es una organización criminal, la fiscalía 

no explica cómo era la distribución de las ganancias, no explica si la repartición de 

las ganancias se realizaba en partes iguales o no, tampoco explica la incidencia 

de las supuestas utilidades de las actividades ilícitas en la consecución de 

los bienes. No adjunta pruebas periciales que determinen la tasación patrimonial 

de los delitos por los cuales se le acusa a JUAN DAVID AGUIRRE 

BUSTAMANTE, como tampoco anexa un dictamen frente al valor total de sus 

bienes.  

 

 

2. CAUSAL PRIMERA: ELEMENTOS DE JUICIO INCOMPATIBLES E 

INSUFICIENTES (VULNERACIÓN AL PRINCIPIO DE LEALTAD) – 

TRANSGRESIÓN FRENTE A LA VALORACIÓN PROBATORIA DE LA 

PRUEBA TESTIMONIAL VS. LA INSPECCIÓN JUDICIAL (LIBERTAD 

PROBATORIA TRANSGREDIDA) 

 

Articulo 24 de la ley 1708 de 2014: “Los sujetos procesales y todas las demás 

personas que intervengan en el proceso de extinción de dominio están en el deber 

de hacerlo con absoluta lealtad y buena fe. Deben obrar sin temeridad en el 

ejercicio de los derechos y deberes procesales”. 

 

Como se afirmó en la parte general de la explicación, la Fiscalía para iniciar la 

investigación de extinción de dominio, se enfoca en la recepción del testimonio de 

un supuesto integrante de una banda criminal, pero la pregunta que surge es 

¿Cuál es el elemento de juicio suficiente si desde la misma etapa de los 

actos de investigación el “principal testigo” miente?; a continuación, se 

muestra la dicotomía descrita para su completa valoración:  
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Entrevista completa al “testigo estrella de la fiscalía”, donde le dan un 100% de credibilidad, pero 

más adelante en un acto de investigación se comprueba la temeridad y mala fe de dicho 

testimonio, y a pesar de ser evidente hacen caso omiso en la corroboración de los datos que él 

ofrece. 
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Informe de investigador de campo donde se vislumbra que las afirmaciones del mismo 

testigo de la fiscalía no tiene relación exacta y precisa sobre los hechos y los lugares de 

los presuntos actos delictivos. Las verificaciones no coinciden con los dichos del testigo.  
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2.1. VULNERACIÓN DEL ARTÍCULO 157 DE LA LEY 1708 DE 2014 

 

Los sujetos procesales e intervinientes, pueden presentar los hechos al juez a 

través de cualquier medio de acreditación, inclusive de los no regulados por la ley 

de extinción, siempre que no atenten contra la dignidad humana. Lo importante es 

que al Juez se le lleve un conocimiento adecuado y razonable de los hechos, que 

permitan establecer el origen licito o ilícito de los bienes. Entonces bajo el 

panorama de las entrevistas puestas a su consideración, es perfectamente visible 

que el testimonio del señor VICTOR HUGO AGUDELO BEDOYA, es un elemento 

de valoración inadecuado y poco razonable, donde encontramos que el mismo se 

auto incrimina para lograr beneficios por una “supuesta contribución a la justicia”, 

pero la información que arroja es contraria a lo probado y debatido en procesos 

judiciales y en noticias criminales.  

 

El profesor Luis Fernando Bedoya Sierra, en su obra “La prueba en el proceso 

penal colombiano”, señala lo siguiente: “no tendría sentido que el costo del 

esclarecimiento de un delito fuera la afectación irracional, desproporcionada e 

ilegítima de los derechos y garantías fundamentales”.1 

 

La libertad probatoria, consiste en que los afectados e intervinientes, tienen la 

libertad de proponer las pruebas que estimen necesarias para soportar la 

oposición al trámite de extinción, siempre que sean útiles, conducentes y 

pertinentes. De la misma forma, la Fiscalía puede allegar al expediente los medios 

de prueba que considere pertinentes para demostrar las causales que sustentan el 

trámite de extinción, y desvirtuar la buena fe.  

 

A pesar de que existe la libertad probatoria, ciertos actos solo se pueden acreditar 

de determinada manera. Según el profesor Parra Quijano, existen dos tipos de 

acreditación de pruebas documentales, para el caso en concreto frente a las 

entrevistas o declaraciones de testigos y su corroboración por parte de la policía 

judicial, el carácter del documento presenta: prueba ad solemnitaten o ad 

substantiam actus y actos ad probationen, las cuales tienen dos finalidades; una 

es llevarle al Juez al convencimiento de determinados hechos y la otra es la 

verificación de los requisitos de existencia y validez. Entonces bajo estos 

presupuestos como el Juez va a tener la certeza de la ocurrencia de los hechos si 

las incongruencias relevantes en las entrevistas hacen mención a la misma 

corroboración y acreditación del mismo testimonio. 

 

 
1 Módulo de formación para fiscales No. 8, Fiscalía General de la Nación, escuela de Estudios e 
Investigaciones Criminalísticas y Ciencias Forenses, 2008. 



 

 

 

@agorajuridica 
+57 314 554 59 66 

+57 314 657 14 69 
asesoragorajuridica@gmail.com 

 

 

  

PEREIRA, RISARALDA, COLOMBIA 

Página 13 de 18 

 

Además de los requisitos de forma en las entrevistas puestas a su consideración, 

la Fiscalía General de la Nación, debió tener en cuenta la personalidad de quien 

rinde el testimonio, sus cualidades y defectos; que se encuentre libre de 

presiones; las circunstancias exteriores en las que se percibió el hecho y que la 

narración corresponda a dicha percepción. Situación que al grado de certeza no 

ocurrió en el presente caso, toda vez que el testimonio del señor VICTOR HUGO 

AGUDELO BEDOYA en el mes de marzo de 2018 menciona unos hechos que no 

corresponden en la inspección física realizada en el mes de julio de 2018 por el 

ente investigador.  

 

En este orden de ideas, el artículo 184 de la ley 1708 de 2014, fijó los criterios 

para la apreciación del testimonio, y señala que se deben tener en cuenta los 

principios de la sana critica, especialmente lo relativo a la naturaleza del objeto 

percibido, entonces, si el señor VICTOR HUGO AGUDELO BEDOYA en 

reiteradas entrevistas afirma ser integrante de la presunta organización 

criminal y describe hechos con precisión quirúrgica, ¿Por qué se equivoca al 

momento de reconocer los lugares?; la única respuesta coherente es que la 

fiscalía hizo caso omiso a las reglas del mencionado artículo, transgrediendo las 

circunstancias de lugar, tiempo y modo de percibir los hechos; es decir, desplegó 

todo el aparato de indagación e investigación sin una adecuada valoración 

probatoria, imponiendo medidas desproporcionadas frente al objeto investigado y 

su respectiva corroboración. 

 

 

2.2. VULNERACIÓN DEL ARTÍCULO 187 DE LA LEY 1708 DE 2014 

 

Las situaciones de tipo objetivo y subjetivo deben ser valoradas bajo las reglas de 

interpretación de la sana critica, la cual corresponde a un proceso cognoscitivo de 

valoración del testimonio y del testigo. En ese momento valorativo, el fiscal y los 

jueces de instancia deben desentrañar y diferencias lo cierto de lo incierto, la 

razón de la sin razón, la verdad de la mentira, la certeza de la incertidumbre; 

porque solo así se podrá tomar decisión de ordenar la fase inicial, o de fijar 

provisionalmente la pretensión, cuando se indique que están dados los 

presupuestos para ella. 

 

Entonces, el articulo 187 mencionado, dispone que, si se produjere confesión que 

sirviese como testigo, el funcionario competente practicará las diligencias 

pertinentes para determinar la veracidad de la misma. Esta condición es apenas 

lógica porque al tratarse de un hecho cierto de ser verificable. 

 

Esta verificación es posible porque nuestro sistema probatorio se fundamenta en 

la libre apreciación y no en la tarifa lega que asume la confesión como plena 

prueba. Por ello, se puede probar la confesión o infirmarla, es decir, demostrar lo 
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contrario por cualquier medio legalmente permitido; en este sentido, es la misma 

fiscalía quien aporta la incongruencia en el relato del señor VICTOR HUGO 

AGUDELO BEDOYA.  

 

 

 

3. CAUSAL SEGUNDA: NECESIDAD, RAZONABILIDAD Y PROPORCIÓN 

DE LAS MEDIDAS CAUTELARES – EL PROPIETARIO PRIVADO DE LA 

LIBERTAD NO PUEDE DISPONER LIBREMENTE DE SUS BIENES – 

FALTA DE PRUEBA PERICIAL QUE DETERMINE LA CUANTÍA EXACTA 

DEL PRESUNTO INCREMENTO PATRIMONIAL INJUSTIFICADO 

FRENTE A LA ADQUISICIÓN DE LOS BIENES SOMETIDOS A 

EXTINCIÓN DE DOMINIO.   

 

 

La medida cautelar es provisiona; no tiene fuerza de cosa juzgada, es por ello que 

puede ser revocada cuando deje de ser necesaria, o sea desproporcional, o 

desaparezcan los motivos o razones por las cuales se impuso.  

 

El funcionario judicial, solo puede decretar la medida cautelas cuando esta sea 

necesaria, proporcional y racional; en tal sentido, no puede obrar con criterios 

subjetivos y caprichosos; se debe contar con elementos materiales probatorios 

corroborados, que permitan inferir la causal y la relación de esta con el propietario 

del bien, así como los terceros de buena fe.  

 

El carácter excepcional de la medida permite que la administración de los bienes 

dentro del proceso de extinción resulte menos gravosa para el Estado y para el 

afectado.  

 

La ley 1708 de 2014 consagra básicamente tres presupuestos para decretar la 

medida cautelar; en primer lugar, quien la adopte debe establecer la finalidad o 

propósitos de la medida.  

 

En este orden de ideas, frente al criterio de necesitad: el ente acusador debe 

argumentar el porqué el propietario o tenedor puede realizar actos de disposición, 

o este pueda ser ocultado, grabado, distraído, o pueda sufrir deterioro, extravío o 

destrucción, pero dentro de la Resolución del decreto de las medidas, la 

argumentación es común frente a todos los presuntos demandados de la acción 

de extinción, sin precisar que o explicar la forma de como mi representado estando 

privado de su libertad es capaz de disponer de sus bienes.  

 

Frente al criterio de razonabilidad: debe obedecer a un análisis prudente y 

minucioso por parte del funcionario judicial, que debe hacer al momento de 
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imponer o no la medida cautelar, examinando elementos de juicio corroborados, 

buscando siempre la menos gravosa para el Estado y el afectado. Con dicha línea, 

la fiscalía tiene el deber de determinar si la intensidad es grave, intermedio o 

moderada, es decir, tiene la carga argumentativa y probatoria de verificar el 

equilibrio entre los derechos ponderados. La proporcionalidad de la medida lleva a 

evaluar que el nivel de protección del fin constitucional sea igual o superior a la 

afectación, y tiene necesariamente que medir tres momentos: (i) determinar las 

magnitudes que deben ser ponderadas, (ii) comparar las magnitudes y (iii) 

elaborar una relación de procedencia condicionada2. Es el caso de los bienes 

inmuebles en los que se decreta la medida jurídica de suspensión del poder 

dispositivo o de embargo, donde con cualquiera de ellas se saca el bien del 

comercio, imposibilitando que el demandado pueda disponer libremente de 

ellos, caso perfectamente aplicado a la vivienda del señor JUAN DAVID 

AGUIRRE BUSTAMANTE; resulta entonces, razonable y suficiente una de las dos 

medidas mencionadas y no la más gravosa como lo es el secuestre de la vivienda 

familiar.  

 

Frente al criterio de proporcionalidad: consiste en un juicio de valor que realiza 

el funcionario judicial para dar una solución al fin que persigue. Si se cuestiona un 

aumento patrimonial injustificado por parte del señor JUAN DAVID AGUIRRE 

BUSTAMANTE, la fiscalía debe realizar en dicha argumentación, un 

cuestionamiento sobre los hechos patrimoniales antes de las noticias criminales y 

después de ellas, donde una comparación por lo menos ilustrativa evidenciaría el 

cambio a nivel económico, pero no realiza el estudio pertinente para determinar 

como la ocurrencia de las presuntas conductas ilícitas incidieron directamente en 

la consecución de sus bienes. Ahora bien, tampoco realiza un estudio frente a una 

presunta equivalencia de lo devengado e la presunta actividad ilícita y su 

incidencia atenuada o principal durante la compra de los bienes; en este aspecto, 

se debe contar con el avalúo correspondiente, para poder decretar la medida 

respecto de un bien en valor similar, aproximado o alejado en cuantías.  

 

Según la Resolución de la fiscalía, nos encontramos frente a un trámite extintivo 

por vinculo directo o indirecto y por destinación ilícita, se debe considerar el 

porcentaje de destinación, si era una pequeña parte o todo el valor del inmueble; o 

si el hecho fue eventual o permanente; igualmente en las causales se debe 

considerar la transcendencia del hecho, y el monto de los objetos ilícitos 

encontrados, situación que tampoco encontramos en la resolución de la fiscalía 

general de la nación.  

 

En síntesis, frente a los criterios descritos, la Fiscalía no mide el grado de 

afectación y satisfacción de manera individual. Solo realiza afirmación sin 

 
2 Corte Constitucional C-838 de 2013.  
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aterrizarlas frene al caso en concreto según los bienes de cada individuo. Se 

puede observar que la argumentación es común para todas las personas y para 

todos los bienes. 

 

Entonces, tenemos que el artículo 88 del código de extinción de dominio, 

establece la suspensión del poder dispositivo como la medida principal de las 

medidas cautelares de índole jurídico. Esta medida suspende cualquier 

enajenación o negocio jurídico que se intente realizar sobre el bien; saca el bien 

totalmente del comercio, no pudiéndose realizar ningún tipo de negocio jurídico; 

impidiendo distraer, ocultar o enajenar toda clase de bienes muebles o inmuebles 

independientemente de quien sea su propietario.  

 

Se reitera entonces para que el Juez de Extinción de dominio, realice el control de 

legalidad frente a un criterio de ponderación, donde la medida cautelar de 

suspensión del poder dispositivo es una medida suficiente para preservar los 

bienes discutidos, además de evaluar que el señor JUAN DAVIR AGUIRRE 

BUSTAMANTE no puede disponer libremente de ellos porque se encuentra 

privado de su libertad.  

 

 

 

4. MEDIDAS CAUTELARES DE EMBARGO Y SECUESTRE SOLO OPERAN 

DE MANERA EXCEPCIONAL 

 

De manera excepcional se podrá decretar medidas cautelares en la fase inicial, 

como lo es el presente asunto, donde la fiscalía mediante acto administrativo las 

decreto antes de la presentación de la demanda de extinción de dominio. Bajo 

este presupuesto, la fiscalía tiene la obligación de cumplir lo establecido en el 

artículo 89 del código de extinción de dominio, modificado por el artículo 21 de la 

Ley 1849 de 2017; pero entonces si la misma ley establece que es de manera 

excepcional, solo cuando se tengan criterios de convicción firmes de motivos 

fundados que permitan considerar como indispensable la medida, ¿es posible 

decretar tales medidas agresivas donde la fuente humana presente yerros en sus 

afirmaciones?, situación que queda ambigua cuando en los anexos de la fiscalía el 

testigo menciona incluso datos precisos de procesos judiciales, pero cuando se 

corrobora directamente en el lugar de los hechos, nada tiene que ver con lo real 

en sus afirmaciones. Entonces la excepcionalidad se torna relevante cuando los 

mismos actos de corroboración del ente acusador generan indicios realmente 

graves sobre las posibles conductas ilícitas, sin embargo, dicho evento no ocurre 

en el presente caso, tal y como se evidencia en las entrevistas que arriba 

relacioné.  

 

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1849_2017.html#21
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5. SOLICITUD AL JUEZ PENAL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO DE 

EXTINCIÓN DE DOMINIO 

 

PRIMERO: realizar el control de legalidad de la Resolución de la Fiscalía General 

de la Nación, donde decretó las medidas cautelares de: suspensión del poder 

Dispositivo, embargo y secuestro de los bienes del Señor JUAN DAVID AGUIRRE 

BUSTAMANTE, comparando la argumentación expuesta en la presente solicitud 

con las afirmaciones de la fiscalía, donde claramente se observa una violación al 

debido proceso por desconocer los actos de corroboración tal y como se detalló.  

 

SEGUNDO: analizar la necesidad y proporción de las medidas cautelares 

solicitadas, siendo estas excepcionales donde la suspensión del poder dispositivo 

es medida suficiente para asegurar los bienes sujetos a registro, teniendo en 

cuenta que el señor JUAN DAVID AGUIRRE BUSTAMENTE se encuentra privado 

de su libertad, imposibilitando así la libre disposición de su patrimonio.  

 

TERCERO: declarar únicamente la ilegalidad de las medidas cautelares de 

embargo y secuestro de los bienes de propiedad del señor JUAN DAVID 

AGUIRRE BUSTAMENTE, por cuanto la fiscalía general de la nación, argumenta 

de manera general la finalidad y el alcance de las medidas cautelares, sin evaluar 

las condiciones civiles, personales, sociales y familiares de cada demandando, 

como tampoco allega al proceso alguna prueba documental sobre la tasación del 

supuesto incremento patrimonial injustificado en la consecución de los bienes.  

 

CUARTO: se ordene en consecuencia la entrega de material de los bienes 

secuestrados por la Fiscalía General de la Nación y se comunique los dispuesto a 

la Sociedad de activos Especiales (SAE).  

 

A continuación, relaciono los bienes del señor JUAN DAVID AGUIRRE 

BUSTAMENTE: 

 

PRIMER BIEN 

CLASE INMUEBLE 

MATRICULA INMOBILIARIA  290-190030 

ESCRITURA PÚBLICA 4689 DEL 27-07-2018 DE LA OTARIA SEGUNDA 

DE MANIZALES  

DIRECCIÓN CARRERA 35 A No. 3623 

BARRIO  URBANIZACIÓN VILLA VERDE 

CIUDAD PEREIRA 

DEPARTAMENTO RISARALDA 

 

 



 

 

 

@agorajuridica 
+57 314 554 59 66 

+57 314 657 14 69 
asesoragorajuridica@gmail.com 
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RAZON SOCIAL BARBER PACHO 

No. DE MATRICULA  18147600 DEL 27-10-2017 

ACTIVIDAD ECONOMICA PELUQUERIA  

 

SEGUNDO BIEN 

CLASE MOTOCICLETA 

MODELO 2015 

CILINDRAJE 124 

PLACA YAQ-01D 

MOTOR SDH152FMI-3*E3500819 

ORGANISMO 

DE TRANSITO 

SECRETARIA DE MOVILIDAD DE DOSQUEBRADAS 

 

TERCER BIEN 

CLASE CAMIONETA 

MODELO 2009 

CILINDRAJE 2500 

PLACA CGC-543 

MOTOR 636381 

ORGANISMO 

DE TRANSITO 

INSTITUTO DE TRANSITO Y TRANSPORTE DE CARTAGO 

 

CUARTO BIEN 

CLASE MOTOCICLETA 

MODELO 2017 

CILINDRAJE 660 

PLACA WME-59D 

MOTOR M306E701738 

ORGANISMO 

DE TRANSITO 

INSTITUTO DE TRANSITO Y TRANSPORTE DE 

ROLDANILLO 

 

Notificaciones:   

• Celular: 314 657 1469     E – Mail: asesoragorajuridica@gmail.com 

 

Cordialmente, 

 

 

CAMILO ANDRES GOMEZ PAZ 

C.C. 1.088.272.338 

T.P. 227247 

mailto:asesoragorajuridica@gmail.com



